SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°68
                                                     RADICACIÓN:  660012204000201700266-00



ACCIONANTE:    ORLEY DUQUE ARTUNDUAGA

NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 30 de noviembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega el amparo
Radicación Nro. :

660012204000201700266-00
Accionante: 
 ORLEY DUQUE ARTUNDUAGA
Accionado:
 JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO A LA LIBERTAD / INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA / NIEGA. No puede pregonarse, como así lo hace el actor, que el mero hecho de haber firmado el acta de compromiso ante el Secretario Ejecutivo de la J.E.P., lo acredite de manera automática como integrante de las FARC, o que con ello baste para disponer su libertad condicionada, ya que tal documento se erige como uno de los requisitos que los funcionarios judiciales deben tener en cuenta para corroborar si se hacía merecedor de la aplicación de las normas que se han expedido como consecuencia del Acuerdo final para la Terminación del Conflicto suscrito entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP. Como se aprecia, el diligenciamiento que por vía Constitucional cuestiona el señor ORLEY DUQUE, aun se encuentra en trámite, y al respecto han sido varios los pronunciamientos en los que la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013 (…) Y en este asunto lo que se sabe es que el 27 de noviembre de 2017 el Juzgado de Ejecución de Penas dictó el referido auto; en consecuencia, una vez le sea notificado al actor la mencionada providencia, bien podrá hacer uso de los recursos ordinarios, ya sea a motu proprio o por intermedio de su defensor, para que el asunto sea objeto de revisión por el juzgado fallador.
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta (30) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 1318
                                                  Hora: 7:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor ORLEY DUQUE ARTUNDUAGA contra el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerado su derecho fundamental a la libertad.     

2.- SOLICITUD 

Informa el accionante DUQUE ARTUNDUAGA que en agosto 16 de 2017 suscribió acta de compromiso N° 104228 ante la Secretaría Ejecutiva de la Jurisdicción Especial para la Paz -J.E.P.-, que lo acredita como miembro de las FARC que firmó un acuerdo de paz con el Gobierno Nacional y al día siguiente envió solicitud al juzgado accionado para que expidiera su libertad, sin haber recibido respuesta alguna, pese a que a algunos de sus compañeros ya les fue resuelta. Pide se le otorgue la libertad condicionada.

3.- CONTRADICTORIO
Del trámite constitucional se corrió traslado al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, se vinculó a quien funge como apoderado del actor y al agente del Ministerio Público delegado ante el Juzgado de Ejecución de Penas, frente a lo cual se pronunció el despacho judicial, así como  la Secretaría Jurídica de la Presidencia, quien respondió cuestionamiento elevado ante el Alto Comisionado para la Paz, los cuales expresaron lo siguiente:

- La Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República, señaló que el Alto Comisionado de Paz elaboró los listados de las personas que son consideradas como integrante de las FARC-EP y al verificar los mismos no se pudo identificar a ORLEY DUQUE ARTUNDUAGA y por ende no se ha expedido acto administrativo que lo acredite como tal. Agrega que la oficina del Alto Comisionado no es competente para el otorgamiento de la libertad condicionada, ya que es la autoridad judicial a la que le corresponde analizar si se cumplen los requisitos para ello.  Pide se niegue por improcedente la acción de tutela y se les desvincule del trámite.

- El Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), informa que el día 27 de noviembre resolvió la solicitud de libertad condicionada reclamada por el actor y expresa que el tiempo transcurrido para adoptar la misma, obedeció a los trámites que se adelantaron para verificar la afirmación del mismo de haber pertenecido a las FARC-EP. Estima que en este asunto se presentó un hecho superado.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.

5.- SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, el señor ORLEY DUQUE ARTUNDUAGA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que por parte de la entidad se resuelva la petición por la cual solicitó la concesión de la libertad condicionada, a la luz de lo reglado en la Ley 1820 de 2016 y el Decreto 277 de 2017, toda vez que pese a haber elevado petición en tal sentido desde agosto 17 de 2017 a la fecha de interposición de la acción no se le había notificado respuesta alguna.

Frente a tal manifestación del actor, por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) se comunicó a esta Corporación que mediante providencia de noviembre 27 de 2017 se adoptó la decisión por medio de la cual se resolvió la solicitud de libertad condicionada, la que resultó negativa para los intereses del sentenciado.

Basta indicar con tal situación, que en primer lugar por parte del juzgado accionado se acató una de las exigencias que reclamaba por vía de tutela el señor ORLEY DUQUE, relativa a que se resolviera su petición, lo que conlleva a predicar que en ese punto específico en efecto se presenta un hecho superado
.

Pero no obstante lo anterior, de lo pretendido por vía constitucional, se desprende que además de solicitar que se definiera la petición elevada, también se solicita la concesión de la libertad condicional, y frente a ello estima la Corporación que el llamado a determinar si le asistía tal derecho no es el juez constitucional, sino el ordinario, en este caso el encargado de la vigilancia de la pena, funcionario quien luego del análisis del asunto consideró que el señor ORLEY DUQUE no se hacía merecedor al beneficio liberatorio.
De la información que logró obtener el Juzgado accionado se observa que el actor no cumplía las exigencias para ser merecedor de la libertad condicionada, habida cuenta que el delito por el cual se encuentra privado de la libertad -tráfico de estupefacientes- ninguna relación tiene con el conflicto armado, ni mucho menos se estableció vínculo que permitiera inferir una relación entre tales hechos y su eventual militancia en las FARC.

Dichas circunstancias fueron las que tuvo en cuenta el despacho accionado para pregonar que el señor ORLEY DUQUE no cumple los requisitos contemplados en la Ley 1820 de 2016 y Decreto 277 de 2017, máxime que luego de entablar comunicación telefónica con la Oficina del Alto Comisionado para la Paz se logró corroborar que el procesado no figura como integrante de las FARC, lo que en efecto fue también informado a esta Corporación por parte de la Oficina Jurídica de la Presidencia donde se indica que por parte de ese Alto Comisionado no se ha expedido acto administrativo por medio del cual lo certifique como un adepto a esa organización.

No puede pregonarse, como así lo hace el actor, que el mero hecho de haber firmado el acta de compromiso ante el Secretario Ejecutivo de la J.E.P., lo acredite de manera automática como integrante de las FARC, o que con ello baste para disponer su libertad condicionada, ya que tal documento se erige como uno de los requisitos que los funcionarios judiciales deben tener en cuenta para corroborar si se hacía merecedor de la aplicación de las normas que se han expedido como consecuencia del Acuerdo final para la Terminación del Conflicto suscrito entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP.

Como se aprecia, el diligenciamiento que por vía Constitucional cuestiona el señor ORLEY DUQUE, aun se encuentra en trámite, y al respecto han sido varios los pronunciamientos en los que la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:

“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de XXXXX se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

Del mismo modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita la protección no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se dijo: 
“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración”.

Y en este asunto lo que se sabe es que el 27 de noviembre de 2017 el Juzgado de Ejecución de Penas dictó el referido auto; en consecuencia, una vez le sea notificado al actor la mencionada providencia, bien podrá hacer uso de los recursos ordinarios, ya sea a motu proprio o por intermedio de su defensor, para que el asunto sea objeto de revisión por el juzgado fallador.
En conclusión, considera la Sala que por parte del juzgado accionado no se ha vulnerado derecho fundamental alguno al señor ORLEY DUQUE ARTUNDUAGA, y en consecuencia se negará la protección exigida.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA la protección del derecho a la libertad reclamado por el señor ORLEY DUQUE ARTUNDUAGA, al no evidenciarse su vulneración.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Ver entre otras, la Sentencia T-330 de 2017


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13
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